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Exp. 783/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 783/2023.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCION JURIDICA Y DE CAPACITACION FISCAL DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P. dieciocho de abril del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 783/2023, promovido por el C. **********en su carácter de Representante Legal de la Persona Moral denominada “**********, señalando como autoridad demandada a la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, y

R E S U L T A N D O


I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día tres de agosto del dos mil veintitrés, el C. **********en su carácter de Representante Legal de la Persona Moral denominada “**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridad demandada a la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, y como acto impugnado el siguiente:
La resolución número de oficio ********** de fecha 27 de febrero de 2023 emitido por el Lic. ********** en su carácter de Director Jurídico y de Capacitación Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado”

II.- En proveído de once de agosto del dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta a la autoridad antes señalada como demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días hábiles, contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con los que éstas se encontraran relacionadas; con el apercibimiento que si no contestaba la demanda dentro del plazo que le fue fijado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se le tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Asimismo se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda.
III.- En proveído de cinco de septiembre del dos mil veintitrés, se acordó lo siguiente:

Se tuvo al Doctor **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Dirección General de Ingresos de dicha Secretaria por dando contestación a la demanda, por lo cual, con la copia simple de la contestación de cuenta y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho conviniera.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le tuvo a la parte actora por ofrecidas y admitidas como pruebas de su parte, las siguientes:

· Copia fotostática simple de la credencial para votar expedida a favor de **********.
· Copia certificada del instrumento notarial cinco mil quinientos treinta y cuatro del protocolo del Notario Público 38 con ejercicio en esta ciudad.
· Copia simple del oficio ********** y su constancia de notificación, que detalla en los puntos 3 y 4 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

· Copia simple del recibo de pago folio **********.
· Copia simple del acta de Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo.

· Copia simple de la inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes.

· Copia simple del oficio ********** de fecha quince de agosto de dos mil doce.

· Copia simple del instrumento notarial ********** del Protocolo de la Notaría Pública **********, con ejercicio en esta ciudad.

· Copia simple del escrito de solicitud de devolución de fecha siete de octubre de dos mil veintiuno.

· Copia simple del recibo bancario emitido por la Institución Financiera **********, por la cantidad de **********
· La instrumental de actuaciones, y 
· La presuncional legal y humana.

Al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada perteneciente a la Secretaría de Finanzas: se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

· Copia certificada de su nombramiento.
· Copia simple del oficio **********, que exhibió la parte actora anexo a su escrito de demanda.

· La instrumental de actuaciones.
· La presuncional legal y humana.

Por último, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se fijaron las doce horas, del veintinueve de septiembre del dos mil veintitrés, para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 de Código en cita.

IV.- Mediante proveído dictado con fecha dos de octubre del dos mil veintitrés, se tuvo al actor téngase como nuevo domicilio para oír notificaciones de la parte actora el ubicado en **********; con exclusión del anteriormente señalado.
V.-. En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda, al de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se dio cuenta con los que por escrito formulo, el autorizado de la parte actora y certificó que no se formularon estos por la autoridad demandada; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- En el presente caso la personalidad del C. **********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada “**********, acredita su personalidad con la copia certificada del instrumento notarial número ********** del libro **********, del protocolo de notario público número **********del primer Distrito Judicial del Estado, que contiene la protocolización del Acta de la Asamblea General Ordinaria de Asociados  **********  y en la cual se designa como Presidente del Comité Directivo de la citada Asociación al citado **********, documento visible a fojas 16 a la 22 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que resulta innegable que la compareciente acredita su personalidad para comparecer a demandar en el presente juicio.
En el caso, el interés jurídico de la parte actora, se encuentra plenamente acreditado con la copia certificada de la documental en donde consta el acto consistente en la resolución emitida el veintisiete de febrero del dos mil veintitrés,**********por el Director Jurídico y de Capacitación Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con número de oficio **********,**********mediante la cual resuelve negar la devolución del pago de lo indebido en cantidad de ********** por concepto de Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal del mes de julio del 2021, enterado mediante recibo oficial electrónico de pago número **********, de fecha 16 de agosto de 2021, emitido por el sistema electrónico de pagos de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Dirección General de Ingresos de esta Secretaria de Finanzas, y de la cual también se advierte su existencia al haber sido exhibido anexo a la demanda.
Por su parte, el C. ********** en su calidad de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; para acreditar la calidad del cargo con que compareció a defender a las autoridades demandadas, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 74 del expediente en que se actúa.
La documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es consiste en determinar si la resolución recaída a la instancia presentada por la persona moral actora con número de oficio **********de fecha veintisiete de febrero del dos mil veintitrés, que niega la devolución del pago de lo indebido en cantidad de ********** por concepto de Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal del mes de julio del 2021**********fue emitida de manera legal o ilegal.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia y sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de ésta Sala Unitaria en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio, aunado a ello, en el caso concreto las autoridades demandadas no invocaron causal alguna, por ello se estima que corresponde entrar al estudio de la legalidad de las resoluciones impugnadas atendiendo a los argumentos de ilegalidad propuestos por la actora del presente juicio.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas 4 a la 11 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
SEXTO.- A juicio de la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria los conceptos de impugnación que plantea la parte actora resultan por una parte infundado e inoperante y por otra fundado y suficiente para desvirtuar la presunción de legalidad del acto impugnado, por las consideraciones legales que se expondrán a continuación:

En el PRIMERO de los conceptos de impugnación la parte actora, arguye que la resolución contenida en el oficio **********, causa agravio jurídico y patrimonial, porque transgrede los principios de fundamentación y motivación previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; dado que de acuerdo al instrumento notarial doce mil cincuenta y tres del libro trescientos ocho, de la notaria publica número seis, con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado, la asociación demandante es una persona moral, dedicada entre otras, a actividades de asistencia o beneficencia, y que a través del oficio **********, de fecha 15 de agosto de 2012, emitido por la L.C. **********, en su carácter de Subadministradora de normatividad de impuestos internos “5” del Servicio de Administración Tributaria, se autorizó a la citada asociación para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta en la realización de actividades asistenciales, autorización que se encuentra vigente.
Que en el caso, la demandada niega la devolución solicitada argumentando que su poderdante, no comprobó fehacientemente que se encuentra dentro de los supuestos de excepción de pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, señalados en el artículo 27 fracción II, inciso a) de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí, dentro de los que se encuentran las erogaciones efectuadas por las instituciones de asistencia o beneficencia autorizadas, así como las sociedades o asociaciones civiles autorizadas para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, que sin designar individualmente a los beneficiarios, tengan actividades tales como atención a personas que por sus carencias socioeconómicas o por problemas de invalidez, se vean impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo; atención en establecimientos especializados a menores, adultos mayores en estado de abandono o desamparo, y personas con discapacidad de escasos recursos; la prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores y personas con discapacidad; por lo que su representada si funciona como institución de asistencia o beneficencia.
Sigue diciendo que contrario a lo que dice la demandada, la asociación demandante si se encuentra autorizada para recibir donativos deducibles del Impuesto sobre la renta; añade que respecto a lo señalado por la emisora del acto impugnado, en el sentido de que no se acompaña documento oficial emitido por la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, por el que se le otorga la exención de pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, la Ley de Hacienda del Estado, no alude ninguna obligación para obtener un documento en el que se otorgue a su poderdante el carácter de exención de pago de dicho impuesto y concluye diciendo que su poderdante comprobó netamente el derecho subjetivo del saldo a favor por la cantidad de ********** como las actualizaciones, recargos e intereses.

A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que se analiza resulta infundado e insuficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, como enseguida se explica:

En el primer concepto de impugnación la actora medularmente se duele de una indebida fundamentación y motivación por parte de la autoridad demandada, al resolver negar la devolución del pago solicitado, argumentando que su poderdante, no comprobó fehacientemente estar dentro de los supuestos de excepción de pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, señalados en el artículo 27 fracción II, inciso a) de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí.
En ese tenor, en principio es conveniente tener en cuenta el contenido del artículo 27 fracción II, inciso a) de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí, que dice textualmente lo siguiente. 

ARTICÚLO 27. Se exceptúan del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal:
(…)

II. Las erogaciones que efectúen:
a) Las instituciones de asistencia o de beneficencia autorizadas por las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles autorizadas para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que, sin designar individualmente a los beneficiarios, tengan como actividades las que a continuación se señalan:
1. Atención a personas que, por sus carencias socioeconómicas o por problemas de invalidez, se vean impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo. 
(REFORMADO, P.O. 26 DE JULIO DE 2018) 
2. Atención en establecimientos especializados a menores, adultos mayores en estado de abandono o desamparo, y personas con discapacidad de escasos recursos. 
(REFORMADO, P.O. 26 DE JULIO DE 2018) 
3. La prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad. 
4. La reinserción social de personas que han llevado a cabo conductas ilícitas. 
5. La rehabilitación de fármaco-dependientes de escasos recursos.

Del contenido del numeran en cita, se desprende que se exceptúa del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, a aquellos sujetos mencionados en el multicitado inciso, en relación con sus actividades, en particular en el caso que acontece; atención a personas que, por sus carencias socioeconómicas o por problemas de invalidez, se vean impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo; así como atención en establecimientos especializados; a la prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores en estado de abandono o desamparo, y personas con discapacidad.
En ese sentido, resulta inconcuso para esta Juzgadora que en las actividades de los contribuyentes como la hoy actora, para cumplir con los requisitos de exención al pago de Impuesto pueden concurrir actividades que tengan como finalidad un carácter económico y aquellas que la norma que define la exención refiere -prestar atención para satisfacer los requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo a personas con carencias socioeconómicas o con problemas de invalidez; asistencia médica a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad-, prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos.
En tales circunstancias, es importante precisar que, en el caso particular, a fin de acreditar la procedencia de la hipótesis de exención establecida en la multicitada disposición, es necesario que la parte actora demostrara en específico el cumplimiento de los siguientes requisitos: 1. Que la contribuyente sea una sociedad o asociación civil autorizada para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta; y, 2. Que en el caso, además de lo anterior, preste atención a personas que, por sus carencias socioeconómicas o por problemas de invalidez, se vean impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo; así como también brinde atención en establecimientos especializados a menores, adultos mayores en estado de abandono o desamparo y personas con discapacidad de escasos recursos y  realice la prestación de asistencia médica a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad; la prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social y de servicios funerarios a personas de escasos recursos especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad; la reinserción social de personas que han llevado a cabo conductas ilícitas y la rehabilitación de fármaco-dependientes de escasos recursos. 
En ese contexto, es concluyente que para acreditar la actualización del supuesto de exención, no basta con que se cumpla de manera aislada con el primer o segundo requisito, sino que el cumplimiento de ambos requisitos es el que actualiza la hipótesis de exención al pago del Impuesto de mérito.

En ese orden, la hoy actora alega en el concepto de impugnación que nos ocupa que la autoridad demandada indebidamente considere que la asociación demandante, no demostró que se encuentra autorizada para recibir donativos en términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, ya que contrario a eso, su representada si se encuentra facultada para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta; sin embargo como ya se precisó, para acreditar la procedencia de la hipótesis de exención establecida en la multicitada disposición, es necesario que la parte actora demostrara ser una sociedad o asociación civil autorizada para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y además, concurrir en actividades que la norma que define.
Al respecto, se advierte que dentro de las pruebas aportadas por la parte actora, para acreditar los extremos de su acción, la parte actora ofreció los siguientes medios de convicción:

DOCUMENTAL PÚBLICA PRIMERA.- Consistente en Copia fotostática simple de la credencial para votar expedida a favor de **********.
DOCUMENTAL PÚBLICA SEGUNDA.- Consistente en copia certificada del instrumento notarial cinco mil quinientos treinta y cuatro del protocolo del Notario Público 38 con ejercicio en esta ciudad.

DOCUMENTAL PÚBLICA TERCERA.- Consistente en Copia simple del oficio **********, de fecha 27 de febrero de 2023, emitido por el Lic **********, en su carácter de Director Jurídico y de Capacitación Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado.

DOCUMENTAL PÚBLICA QUINTA.- Consistente en copia simple del recibo de pago folio **********, por la cantidad de **********DOCUMENTAL PÚBLICA SEXTA.- Consistente en copia simple del acta de Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo.

DOCUMENTAL PÚBLICA SEPTIMA.- Consistente en Copia simple de la inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes.
DOCUMENTAL PÚBLICA OCTAVA.- Consistente en Copia simple del oficio **********, de fecha quince de agosto de dos mil doce.

DOCUMENTAL PÚBLICA NOVENA.- Consistente en Copia simple del instrumento notarial ********** del libro ********** ocho del Protocolo de la Notaría Pública **********, con ejercicio en esta ciudad.

DOCUMENTAL PRIVADA PRIMERA.- Consistente en Copia simple del escrito de solicitud de devolución de fecha siete de octubre de dos mil veintiuno.

DOCUMENTAL PRIVADA SEGUNDA.- Consistente en Copia simple del recibo bancario emitido por la Institución Financiera **********, por la cantidad de **********
PRESUNCIONAL.- En sus dos aspectos, legal y humano, en lo que beneficie a mi representada.

INSTRUMENTALO DE ACTUACIONES.- En lo que beneficie a mi representada.
Documentales que obran agregadas a fojas 15 a la 61 del expediente y que valoradas en términos del artículo 72 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, no logran  acreditar el hecho pretendido por la oferente, relativo a que la Asociación actora se encuentra en el supuesto de exención al pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, a que se refiere artículo 27 fracción II, inciso a) de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí.

Lo anterior es así, dado que documental pública primera, únicamente acredita que el representante de la asociación demandante cuenta con credencial para votar con fotografía que lo identifica; la documental pública segunda, consistente en copia certificada del instrumento notarial cinco mil quinientos treinta y cuatro del protocolo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad, solo acredita que se llevó a cabo la asamblea general ordinaria  de asociados, de la Asociación demandante, en la que se aprobó el cargo de Presidente, Secretario y Tesorero del Comité Directivo de la Asociación demandante; la documental publica tercera prueba la existencia del acto impugnado; la documental publica quinta y documental privada segunda, únicamente se desprende que el día dieciséis de agosto del dos mil veintiuno, la Asociación actora realizó ante la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, el pago por concepto de “**********, en la cantidad de **********; de las documentales públicas identificadas como sexta y séptima, se desprende que la Asociación Potosina en **********causo alta, el trece de abril del dos mil dieciséis, ante la Dirección General de Ingresos de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, con la actividad de asistencia social; de la documental pública octava, consistente en copia simple del oficio **********, de fecha quince de agosto de dos mil doce, se desprende que se autorizó a la Organización demandante a recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta por el ejercicio fiscal 2012, en el entendido de que los donativos que se recibieran, se destinarían exclusivamente y en su totalidad a la realización de actividades asistenciales, en la que se precisa que para efectos de que continuara vigente dicha autorización, la organización debería presentar durante los meses de enero o febrero de cada año, el aviso que ahí se precisa; de la documental publica novena, se desprende que la protocolización del acta de la asamblea general, extraordinaria de asociados de “********** y los antecedentes y clausulas ahí establecidos, y de la documental privada primera, se desprende que la organización demandante, mediante escrito presentado ante la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, solicito la devolución de la cantidad de ********** pagada por concepto de Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal.
En ese orden, de los medios de prueba en reseña si bien es cierto se advierte que el quince de agosto de dos mil doce fue autorizada para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, también es cierto que, no acredita que dicha autorización se encuentre vigente, como tampoco que concurra en actividades asistenciales a personas con carencias socioeconómicas o con problemas de invalidez; o atención en establecimientos a adultos mayores en estado de abandono o desamparo y personas con discapacidad de escasos recursos; asistencia médica a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad, o bien, la reinserción social de personas que han llevado a cabo conductas ilícitas y la rehabilitación de fármaco-dependientes de escasos recursos, conforme a lo establecido en el citado artículo 27 fracción II, inciso a) de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí; de ahí que dichos medios de prueba resultan insuficientes para decretar la procedencia de su pretensión.

No obsta a lo anterior que en el “acta de Asamblea general extraordinaria del veinticuatro de octubre del dos mil ocho, contenida en el instrumento notarial ********** del libro ********** de la Notaría Pública **********, con ejercicio en esta ciudad, exhibida por la parte actora en copia fotostática simple, valorada con anterioridad; se establece que el objeto social de es el de realizar toda clase de actividades tendientes a lograr mejores condiciones de subsistencia y desarrollo de grupos y personas de escasos recursos, vulnerables por sus diferentes discapacidades; brindar atención, rehabilitación médica o atención  en establecimientos especializados, a grupos y personas de escasos recursos; pues como ya se precisó, a juicio de esta Sala Unitaria la hoy actora acreditó tener la naturaleza de ser una asociación civil autorizada para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, con sustento en lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de ahí que se considere que el primer requisito de aquellos que se deben cubrir para ser sujeto de exención al pago del multicitado Impuesto, se encuentra acreditado y cubierto por la accionante.

No obstante ello, se reitera que, para el caso que en la escritura constitutiva o en los estatutos de la asociación civil respectiva, se encuentre señalado en forma expresa que el objeto de dicha persona jurídica sea el de, -realizar toda clase de actividades tendientes a lograr mejores condiciones de subsistencia y desarrollo de grupos y personas de escasos recursos, vulnerables por sus diferentes discapacidades; brindar atención, rehabilitación médica o atención en establecimientos especializados, a grupos y personas de escasos recursos-, no implica el acreditamiento de los requisitos previstos en el artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 1,2,3,4 y 5 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, pues para que se halle fehacientemente demostrado el extremo de que se trata, es necesario que lo anterior se vea robustecido con algún otro medio de prueba, tendente a justificar que la actora en realidad llevó a cabo actividades consistentes en actividades asistenciales a personas con carencias socioeconómicas o con problemas de invalidez, así como en la prestación de asistencia médica, jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad, o reinserción social de personas que han llevado a cabo conductas ilícitas y la rehabilitación de fármaco-dependientes a personas de escasos recursos.
En consecuencia, con las pruebas aportadas, por la parte actora en copia simple y que han quedado ya señaladas y valoradas, esta Sala Unitaria considera que no se acredita la materialización de las actividades que especialmente actualizan el supuesto de exención al pago del Impuesto de mérito, de ahí lo infundado e insuficiente del primero de los concepto de impugnación que se analiza.
En el SEGUNDO de los conceptos de impugnación la parte actora, se duele de que el acto impugnado, consistente en el oficio **********, transgrede en su perjuicio los principios de fundamentación y motivación consignados en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que dicho acto impugnado se encuentra viciado porque que en el mismo, la autoridad demandada determino negar la devolución de la cantidad de ********** por concepto de Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, que a juicio de la actora pago indebidamente; sin seguir el tramite previsto en el artículo 35 del Código Fiscal del Estado los parámetros establecidos para el trámite de devolución de pago, ya que al haber considerado que la documentación exhibida a la solicitud de devolución era insuficiente debió de haber requerir la información complementaria, otorgando un término de quince días; por lo que al haber negado lo solicitado sin requerir previamente para que se exhibiera documentación, el acto impugnado se encuentra viciado.

Al respecto a juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que se analiza resulta fundado y suficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, como enseguida se explica:
En principio es de tener en cuenta, el contenido del artículo 35 del Código Fiscal del Estado, que dice textualmente lo siguiente:
ARTICULO 35.- Cuando el contribuyente o responsable solidario hubiere efectuado un pago indebido o en razón de la naturaleza propia de la contribución, tenga un saldo a su favor, tendrá derecho a la devolución correspondiente, la que procederá de oficio o a petición del interesado, de conformidad con las reglas siguientes:

I. La devolución podrá hacerse en efectivo, cheque para abono en cuenta del beneficiario o certificado nominativo que podrá utilizarse para el pago de cualquier contribución en favor de la autoridad que lo emitió; 
II. La cantidad a devolver deberá actualizarse en los términos del artículo 9 de este ordenamiento, desde que se hizo el pago de lo indebido o se generó el saldo a favor, hasta que se efectúe el pago;
III. Para proceder a la devolución, bastará que la autoridad compruebe fehacientemente la existencia de este derecho, para lo cual el interesado deberá anexar a su petición la documentación correspondiente. Si la autoridad estima insuficiente la documentación exhibida, tendrá un plazo de quince días para solicitar la que considere necesaria mediante requerimiento al interesado, quien tendrá, a su vez, un plazo equivalente de quince días para acompañarla, apercibido de que, en caso de no hacerlo, se tendrá por abandonada su petición;

(REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) 
IV. Siendo procedente la devolución, el plazo para efectuarla será de treinta días hábiles, contados a partir de la declaración de procedencia. A partir del vencimiento de este plazo, la autoridad deberá cubrir además, los intereses que se generen hasta que se efectúe el pago, a una tasa equivalente a la de los recargos moratorios;
V. También se deberán pagar intereses, cuando la devolución sea consecuencia de la revocación o anulación definitiva del acto de autoridad que haya determinado el crédito fiscal pagado por el contribuyente. En este caso, los intereses se calcularán desde que se efectuó el pago;
VI. El plazo que tienen los contribuyentes para solicitar la devolución, será de cinco años a partir de que se hizo el pago de lo indebido o se generó el saldo a favor. Transcurrido este plazo, prescribirá el derecho en favor del fisco, y 
VII. Cuando se efectúe una devolución improcedente, el interesado estará obligado a pagar, además de la cantidad recibida, la actualización y recargos moratorios que se generen desde la devolución hasta que se efectúe el reembolso, sin perjuicio de las sanciones que procedan.
(ADICIONADO, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) Las autoridades fiscales podrán devolver una cantidad menor a la solicitada por los contribuyentes con motivo de la revisión efectuada a la documentación aportada. 
(ADICIONADO, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) No se considerará que las autoridades fiscales inicien el ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando soliciten los datos, informes, y documentos, a que se refiere la fracción III del presente artículo, pudiendo ejercerlas en cualquier momento. 
(ADICIONADO, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) Cuando con motivo de la solicitud de devolución la autoridad fiscal inicie facultades de comprobación con el objeto de comprobar la procedencia de la misma, los plazos a que hace referencia la fracción IV del presente artículo se suspenderán hasta que se emita la resolución en la que se resuelva la procedencia o no de la solicitud devolución. El citado ejercicio de las facultades de comprobación se sujetará al procedimiento establecido en el artículo 35 bis de este Código:
[El resalado en negrilla y subrayado es propio.]
Del contenido del artículo transcrito se advierte que en el caso de que el contribuyente o responsable solidario hubiere efectuado un pago indebido o tenga un saldo a su favor, tendrá derecho a la devolución, la cual podrá ser de oficio, o bien, a petición de parte.

En ese sentido, tratándose de la devolución a petición de parte, se precisa que una vez presentada la solicitud de devolución con los datos y documentos correspondientes, la autoridad está obligada a tomar las determinaciones siguientes:

a) Una vez que se compruebe fehacientemente la existencia del derecho en favor del contribuyente; proceder a devolver las cantidades reclamadas, en los plazos señalados en el citado numeral.
b) Requerir al contribuyente en un plazo de quince días, posteriores a que se haya presentado el escrito de solicitud de devolución, para que presente los datos, informes, y/o documentos, adicionales que estime resulten necesarios para verificar la procedencia de la devolución; con el apercibimiento de tener por abandonada su petición, en el caso de no cumplir con el requerimiento formulado.
En el caso que nos ocupa; del análisis del oficio ********** se advierte que no obstante la autoridad demandada señala que la asociación demandante, no acredita estar dentro del supuesto de exención al pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, a que se refiere artículo 27 fracción II, inciso a), de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí; no hizo requerimiento alguno para que presentara los datos, informes, y/o documentos, adicionales que considerara necesarios para verificar la procedencia de la devolución,  con el apercibimiento de tener por abandonada su petición, conforme a lo señalado en la fracción III, del artículo 35 del Código Fiscal del Estado.

En relación a lo anterior se advierte que efectuar la contestación de demanda, el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; señala categóricamente no hizo pronunciamiento alguno respecto a lo manifestado por la demandante, en cuanto a que no se siguieron los lineamientos contenidos en el artículo 35 del Código Fiscal del Estado, debido a que debió de haber mediado requerimiento para que exhibiera los documentos correspondiente; de ahí que, al no haber dado contestación puntual a los hechos que les fueron atribuidos a esa Autoridad, se actualiza la hipótesis de confesión ficta prevista en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo contenido es el siguiente:

ARTÍCULO  241.  Si  la  parte  demandada no  produce  su contestación  dentro  del  término  legal,  la Sala,  de  oficio, declarará  la preclusión  del derecho  correspondiente,  teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario. En este supuesto,  la Sala dará vista al superior jerárquico, a la Contraloría  General del Estado, o bien, al Congreso  del Estado, según corresponda,  para determinar responsabilidades  al funcionario  o autoridad  demandada.  
Si al producir en tiempo la contestación  de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario.  De lo cual también se actuará en consecuencia, para los efectos precisados  en el párrafo  precedente. 
Para los efectos  de este artículo, el Tribunal establecerá una base de datos que  permita a las  autoridades señaladas, conocer los Acuerdos de referencia.

Así las cosas, esta Juzgadora concluye que como lo señala la parte actora, el acto impugnado adolece del requisito de fundamentación y motivación, al haberse dictado en contravención a las disposiciones legales aplicables, por lo que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado, al haber dictado en contravención a lo dispuesto en el artículo 35 del Código Fiscal del Estado, por actualizarse la ilegalidad antes citada, relacionado a las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales.

Po tanto, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II y IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ausencia de motivación del acto impugnado; por lo que resulta procedente declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por consecuencia la  NULIDAD de la resolución emitida el veintisiete de febrero del dos mil veintitrés,**********por el Director Jurídico y de Capacitación Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con número de oficio **********,**********mediante la cual resuelve negar la devolución del pago de lo indebido en cantidad de ********** por concepto de Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal del mes de julio del 2021, al no haberse ajustado a lo dispuesto en el artículo 35 delo Código Fiscal del Estado, específicamente en su fracción III.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa la resolución impugnada se emitió en respuesta a la petición formulada por el particular, por lo que esta Sala Unitaria debe ordenar el dictado de una nueva resolución observando lo dispuesto en el artículo 35 delo Código Fiscal del Estado, específicamente en su fracción III, para solventar la solicitud planteada, pues de otra manera, se dejaría sin resolver la petición, instancia o recurso,  lo cual sería en contravención al principio de Seguridad Jurídica a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, por tanto, la nulidad que se decreta es para efecto de que la autoridad demandada emita una nueva resolución respecto de la petición que da origen al acto de autoridad que aquí se combate, observando lo dispuesto en la fracción III del artículo 35 delo Código Fiscal del Estado, y con plenitud de jurisdicción resuelva lo que derecho proceda, cumpliendo con el requisito de fundar y motivar debidamente el acto de autoridad, conforme lo prevé el artículo 16 de la Constitución Policita de los Estados Unidos Mexicanos; restituyendo así al Actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados en términos de lo dispuesto por el artículo 252 delo Código Procesal Administrativo para el Estado. Sirve de apoyo a lo anterior  y por analogía al caso particular la tesis de jurisprudencia que a continuación se transcribe:


Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XIV, Noviembre de 2001, Tesis: 2a./J. 52/2001, página 32, registro 188431.    

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.

Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracciones III y XII, 9º fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; así como también los artículos 217, 249, 250 fracción II y IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y por consecuencia la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en la parte final del Considerando sexto de esta sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y a través de buzón electrónico a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. Rubricas.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
